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Comentarios de la Ley de Gestión Integral de Riesgos Socionaturales y Tecnológicos
El nuevo texto legal esta orientado a la formulación de planes y ejecución de acciones para prevenir amenazas, desastres, emergencias, eventos adversos, riesgos generados por el Estado, el sector privado, la sociedad en general, que pudiesen causar o potenciar desastres de carácter socionatural o tecnológico. 

La Ley define como riesgo socionatural aquel peligro potencial asociado con la probable ocurrencia de fenómenos físicos cuya existencia, intensidad o recurrencia se relaciona con procesos de degradación ambiental o de intervención humana en los ecosistemas naturales. En cuanto al riesgo tecnológico, la Ley lo define como el peligro potencial generado por la actividad humana relacionado con el acceso o uso de la tecnología, percibidos como eventos controlables por el hombre o que son frutos de su actividad. 

Normas Supletorias

Las Normas Venezolanas COVENIN, las normas de la Organización Internacional para la Normalización (ISO), en vigencia, así como las aprobadas en los tratados, acuerdos, pactos y convenios internacionales suscritos y ratificados por la República son normas supletorias en lo que respecta a este nuevo texto legal.

Política Nacional y Nuevos Organismos 

Del mismo modo, la Política Nacional de Gestión de Riesgos Socionaturales y Tecnológicos, contiene los lineamientos dirigidos a evitar, en todo el territorio nacional, el aumento en los niveles de riesgos socionaturales o tecnológicos; así como generar las capacidades para enfrentar emergencias y desastres. Esta política se desarrolla a través de una serie de lineamientos, entre ellos: (i) Todos los proyectos para obras de infraestructura deberán contemplar criterios de reducción de riesgos a fin de garantizar la preservación de la población y la sustentabilidad de dichas inversiones, (ii) Los órganos contralores de la gestión integral de riesgos supervisaran y evaluarán periódicamente las condiciones de vulnerabilidad de todos los inmuebles, (iii) Los órganos contralores de la gestión integral de riesgos diseñarán y aplicarán mecanismos de fiscalización, seguimiento y control que garanticen que el desempeño de los órganos y entes en el marco de sus competencias esté acorde con los niveles de riesgo sectorial y territorial, (iv) Las instituciones públicas y privadas destinarán los recursos humanos, materiales, técnicos y económicos requeridos para responder oportuna y coordinadamente ante eventos adversos. La Comisión Central de Planificación, el ente rector del Sistema Nacional de Salud, el ente rector del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, el ente rector del Sistema Educativo Nacional, el ente rectos de Información y Comunicación, son los órganos encargados de la aplicación de los lineamientos antes descritos.

La normativa crea el Consejo Nacional de Gestión Nacional de Riesgos Socionaturales y Tecnológicos, como ente rector de la Política Nacional en esta materia y tendrá una Secretaría Técnica como órgano ejecutor. Este Consejo esta integrado por el Presidente de la República quien lo preside, y por los titulares de los despachos ministeriales del Poder Popular, así como los representantes de los gobernadores, alcaldes, bomberos y protección civil. La Ley establece la participación de este Consejo en todos los niveles descentralizados del Poder Público.

El nuevo texto legal crea también, el Registro Nacional de Información para la gestión integral de riesgos socionaturales y tecnológicos; y establece la obligación, para todos los órganos y entes públicos y privados, de suministrar información de manera permanente, oportuna, adecuada y confiable a este Registro. Sin embargo, el texto no señala la manera en la cual deberá suministrarse esa información al Registro mencionado. 

Igualmente, la normativa establece que todos los planes y proyectos de obras de infraestructura deberán considerar los lineamientos y normativas nacionales, dirigidos a evitar o disminuir los niveles de riesgos, como condición para optar al financiamiento de los mismos por parte de cualquier órgano, ente público o privado. 

Financiamiento

La Ley prevé para el desarrollo del proceso de la gestión integral de riesgos, entre otras, las siguientes fuentes de recursos: (i) Los recursos equivalentes al 1% del monto de las primas de las pólizas de seguros cobradas por las entidades aseguradoras en los ramos de siniestros, causados por eventos socionaturales o tecnológicos. En este caso, el aporte que deberán realizar las empresas aseguradoras en su condición de sujetos pasivos, deberá enterarse dentro de los 5 días hábiles siguientes a la percepción de las primas por parte de las entidades aseguradoras; la ley, no establece expresamente ante que órgano debe hacerse dicho aporte, solo establece que el Consejo Nacional de Gestión Integral de Riesgos Socionaturales y Tecnológicos, es quién está facultado para designar a la entidad financiera que se encargará de la administración de los recursos para la reconstrucción de zonas afectadas por desastres.

El mencionado aporte del 1%, constituye en nuestra opinión, una nueva contribución parafiscal, la cual pretende la ley apartar de la jurisdicción Contenciosa Tributario, al llamarlo aporte, pero se pueden observar todos los elementos de un tributo en él.  

El cumplimiento de la política nacional de gestión integral de riesgos socionaturales y tecnológicos constituye una obligación para las personas naturales y jurídicas de carácter público o privado. Las acciones administrativas dirigidas a la sanción de los infractores previstas en esta Ley son imprescriptibles.

Medidas extraordinarias, preventivas y de seguridad

La Ley establece medidas extraordinarias, preventivas y de seguridad. Como medida extraordinaria dispone, ante la inminente ocurrencia de amenazas el desalojo preventivo de las zonas en riesgo. En cuanto a las medidas preventivas, la ley establece: (i) clausura temporal de las construcciones, establecimientos, instalaciones o infraestructuras, (ii) prohibición temporal de las actividades generadoras de riesgos, (iii) desalojo de personas y bienes, (iv) constitución de fianza de fiel cumplimiento, (v) cualquier otra medida que se considere necesaria. Por último, en cuanto a las medidas de seguridad, la Ley prevé que estas podrán consistir en: (i) clausura temporal o definitiva de las obras, establecimientos, instalaciones o infraestructuras, (ii) prohibición temporal o definitiva de las actividades generadoras de riesgos, (iii) demolición de lo construido a costa del infractor, (iv) efectiva reparación del daño causado a costa del infractor. Estas medidas de seguridad se pueden imponer conjuntamente con la imposición de la sanción, en caso que hubiere lugar a ello.

En relación a las infracciones y sanciones administrativas, la normativa establece: (i) multas de 1000 U.T. a 5000 U.T. para todo funcionario público que otorgue permisos, licencias, concesiones, autorizaciones u otro tipo de acto administrativo para la construcción de obras de infraestructura en zonas de riesgo, (ii) multa de 100 U.T. a 10.000 U.T. para toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que construya o promueva la construcción en zonas declaradas de riesgo, con inobservancia de las variables urbanas, (iii) toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que en un lapso de 5 años reincida en la comisión de las infracciones antes señaladas será sancionada con un aumento de la multa entre el 50% y el 100% de la originalmente aplicadas.

La normativa fue publicada en la Gaceta Oficial No. 39.095 de fecha 9 de enero de 2008 y entró en vigencia en esta misma fecha. Con la entrada en vigencia de este nuevo texto legal quedó derogado el Decreto No. 3.481, mediante el cual se crea la Comisión Nacional de Gestión de Riesgos de fecha 17 de febrero de 2005, publicado en la Gaceta Oficial No. 38.132 de fecha 22 de febrero de 2005 y cualquier otra disposición que colide con lo establecido en la Ley.
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